Consulta de la Oficina del ACNUDH encargada de la preparación de un estudio sobre los derechos de personas con discapacidad en situaciones de riesgo y emergencias humanitarias por Resolución 28/04 del Consejo de Derechos Humanos, y en relación con lo previsto en el artículo 11 de la correlativa Convención de Naciones Unidas.

España aprobó en el año 2011 la Ley de Adaptación normativa a la Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley 26/2011, de 1 de agosto), con el objetivo de introducir en el ordenamiento jurídico español las previsiones de la Convención previamente no establecidas. Entre ellas, las del artículo 11. 

Así, fueron modificados dos preceptos de la Ley 2/1985, de 21 de enero, de Protección Civil, los artículos 1 y 9, cuya redacción actual es la siguiente:

“Artículo 1

1. La acción permanente de los poderes públicos, en materia de protección civil, se orientará al estudio y prevención de las situaciones de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública y a la protección y socorro de personas y bienes en los casos en que dichas situaciones se produzcan.

Esta acción tendrá en consideración las especiales características del grupo social de las personas con discapacidad.

...

Artículo 9

Los Planes Territoriales y Especiales establecerán, en todo caso, lo siguiente:

a) El catálogo de recursos movilizables en casos de emergencia y el inventario de riesgos potenciales, que deberá incluir, en todo caso, el contenido del Catálogo Nacional a que se refiere el artículo quinto en el respectivo ámbito territorial.

b) Las directrices de funcionamiento de los distintos servicios que deban dedicarse a la protección civil.

c) Los criterios sobre la movilización y coordinación de recursos, tanto del sector público como del sector privado.

d) La estructura operativa de los servicios que hayan de intervenir en cada emergencia, con expresión del mando único de las operaciones, todo ello sin perjuicio de las decisiones que deben adoptarse en cada circunstancia por las autoridades competentes.

e) Los criterios para que los procedimientos de actuación de los diferentes servicios de intervención garanticen la asistencia necesaria a las personas con discapacidad.”

En fecha muy reciente ha sido aprobada la Ley 17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil. Esta nueva Ley, que deroga la anterior Ley de Protección Civil de 1985 con efectos de 1 de enero de 2016, incorpora varias referencias específicas a la atención de las personas con discapacidad por los correspondientes servicios públicos de intervención ante los distintos tipos de emergencias y catástrofes originadas por causas naturales o derivadas de la acción humana, sea ésta accidental o intencionada.

La Ley define el Sistema Nacional de Protección Civil, que integra la actividad de protección civil de todas las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, con el fin de garantizar una respuesta coordinada y eficiente. De acuerdo con el artículo 3.2, “las actuaciones del Sistema se regirán por los principios de colaboración, cooperación, coordinación, solidaridad interterritorial, subsidiariedad, eficiencia, participación, inclusión y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.”

Se desarrolla el derecho de todos “a ser atendidos por las Administraciones públicas en caso de catástrofe, de conformidad con lo previsto en las leyes y sin más limitaciones que las impuestas por las propias condiciones peligrosas inherentes a tales situaciones y la disponibilidad de medios y recursos de intervención.” Y particularmente se establece, en el artículo 5.4, que “los poderes públicos velarán para que se adopten medidas específicas que garanticen que las personas con discapacidad conozcan los riesgos y las medidas de autoprotección y prevención, sean atendidas e informadas en casos de emergencia y participen en los planes de protección civil.”
En otros preceptos de esta Ley 17/2015 se dispone que debe garantizarse especialmente que los planes de protección civil de las distintas Administraciones incorporen medidas de accesibilidad para las personas con discapacidad, así como previsiones concretas para que dispongan de información adecuada sobre los riesgos ante situaciones de emergencia.

Conviene recordar que la competencia en materia de Protección Civil en España está compartida entre el Estado y las Comunidades Autónomas. En consecuencia, las distintas Comunidades Autónomas han dictado leyes propias reguladoras para su ámbito territorial, conforme a sus Estatutos de Autonomía, que pueden ser consultadas en los respectivos portales web institucionales.
La Ley 17/2015, de 9 de julio, crea el Consejo Nacional de Protección Civil, como órgano de cooperación en esta materia de la Administración General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades Autónomas, de las Ciudades con Estatuto de Autonomía y de la Administración Local, representada por la Federación Española de Municipios y Provincias, como asociación de Entidades Locales de ámbito estatal con mayor implantación. 
El Consejo tiene por finalidad contribuir a una actuación eficaz, coherente y coordinada de las Administraciones competentes frente a las emergencias. Además, se le reconoce el carácter de Comité Español de la Estrategia Internacional para la Reducción de Desastres de las Naciones Unidas.
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